
Acta de Votación

Poder Judicial

Sala Constitucional

Viernes 08 de Octubre de 2021

En San José, a las trece horas con cuarenta minutos del ocho de octubre del dos mil veintiuno, se inició la
votación de la Sala Constitucional, conformada por los Magistrados Fernando Castillo Víquez (quien preside), Paul
Rueda Leal, Luis Fdo. Salazar Alvarado, Jorge Araya García, Anamari Garro Vargas, Marta Esquivel Rodríguez (en
sustitución del Magistrado Cruz Castro) y Mauricio Chacón Jiménez (en sustitución de la Magistrada Hernández
López).

El resultado de la votación fue el siguiente:

A. RESOLUCIONES DE LA SALA:

Exp. Nº Voto Nº Tipo Por Tanto

21-018574-0007-CO 2021-22766
RECURSO DE

HABEAS CORPUS
Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso.  Se
ordena  a  Fiorella  Salazar  Rojas  en  condición  de
Ministra  de  Justicia  y  Paz,  o  a  quien  en  su  lugar
ocupe ese puesto, así como a quien ejerza el cargo
de  Director  General  de  la  Dirección  General  de
Adaptación Social, que giren las órdenes pertinentes
y  lleven  a  cabo  todas  las  actuaciones  que  estén
dentro del ámbito de sus competencias con el fin de
que de forma INMEDIATA se inicie el traslado de los
tutelados  [NOMBRE  001],  [NOMBRE  002],
[NOMBRE  003],  [NOMBRE  004],  [NOMBRE  005],
[NOMBRE  006],  [NOMBRE  007],  [NOMBRE  008],
[NOMBRE  009],  [NOMBRE  010],  [NOMBRE  011],
[NOMBRE  012],  [NOMBRE  013],  [NOMBRE  014],
[NOMBRE  015],  [NOMBRE  016],  [NOMBRE  017],
[NOMBRE 018], [NOMBRE 019], [NOMBRE 020] en
caso de que aún no hayan sido traslados, y todas las
personas  privadas  de  libertad  en  celdas  del
Organismo  de  Investigación  Judicial  en  situación
contraria  a  la  jurisprudencia  de  esta  Sala  (que
sobrepasen las 72 horas de permanencia)  a algún
centro penal. Con este fin, las autoridades recurridas
podrán hacer uso de los espacios disponibles en el
Centro de Atención Institucional San José, a lo que
hizo referencia la ministra recurrida en la audiencia
del 20 de setiembre de 2021 ante este Tribunal, para
cuyos  efectos  se  les  ordena  acatar  los  siguientes
parámetros  mínimos  en  cuanto  al  uso  de  tales
espacios, lo que podrán 155 ser objeto de control por
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esta Sala:  1.-  coordinar  con el  ministerio de Salud
para que el derecho a la salud le sea resguardado a
las personas privadas de libertad; 2.- las últimas solo
podrán  ser  ubicadas  en  lugares  destinados  a  su
alojamiento,  mas  no  en  las  áreas  comunes;  3.-
respetar  las  "Reglas  mínimas  de  las  Naciones
Unidas  para  el  tratamiento  de  los  reclusos”  y  la
normativa referida a los derechos fundamentales de
las personas privadas de libertad, entre ellas limitar
el  hacinamiento  en  las  cárceles  y  garantizar  la
separación de personas según su situación jurídica,
edad y género;  4.-  dictar  las medidas para que el
centro  penitenciario  conocido  como Terrazas  entre
en  funcionamiento  en  el  plazo  establecido  en  la
sentencia N° 2021-022207 de las 15:35 horas del 04
de octubre de 2021. Todo lo anterior se decide con
fundamento  en  el  artículo  7  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción  Constitucional,  que  le  permite  a  este
Tribunal  definir  su propia  competencia,  máxime en
un caso en el  que se ha constatado una flagrante
violación de los derechos humanos de las personas
que  están  privadas  de  libertad,  y  para  lo  cual  el
ordenamiento jurídico lo dota de amplias potestades
para  restituirlos  en  el  goce  de  los  derechos
fundamentales.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de acuerdo con lo establecido por el
numeral  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer
cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  de  habeas
corpus  y  no  la  cumpliere  o  no  la  hiciere  cumplir,
siempre  que  el  delito  no  esté  más  gravemente
penado. Se condena al Estado al pago de daños y
perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución  de  sentencia  ante  la  jurisdicción
contencioso-administrativa.  El  Magistrado  Castillo
Víquez y el Magistrado Salazar Alvarado consignan
nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal  da  razones
adicionales  y  reitera  la  necesidad  de  que  se
construya  y  ponga  en  funcionamiento  efectivo  un
nuevo  centro  penitenciario  dirigido  a  albergar  a  la
población  indiciaria.  La  Magistrada  Garro  Vargas
salva el voto en relación con los siguientes aspectos:
Primero:  sobre los sujetos amparados por la orden
dada  por  la  mayoría  de  esta  Sala  Constitucional.
Segundo: sobre lo ordenado a la Ministra de utilizar
los espacios que dice estar disponibles en el Centro
de Atención Institucional San José, pues estima que
no  procede  habilitar  en  este  proceso  de  hábeas
corpus  unos  espacios  convivenciales  que  están
siendo objeto de análisis por parte del 156 Juzgado
de  Ejecución  de  la  Pena  de  San  José,  quien  se
pronunciará, según se ha informado, el próximo 6 de
octubre.  La  Magistrada  Garro  Vargas  por  razones
diferentes declara con lugar el recurso, respecto de
la  ubicación  de  los  privados  de  libertad  aquí
tutelados, y ordena a la Ministra de Justicia que para
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reubicarlos  de  forma  inmediata  valore  y  autorice
otros  espacios  carcelarios  disponibles  como,  por
ejemplo, los Centros de Atención Semi Institucional.
La permanencia en estos Centros será por un plazo
máximo  de  dos  meses  mientras  se  toman  las
medidas administrativas que correspondan para se
ponga  en  funcionamiento  el  Centro  Penitenciario
Institucional  Terrazas,  tal  como  por  unanimidad  la
Sala  ordenó.  Es  decir,  respecto  de  la  urgente
habilitación de este Centro Penitenciario coincide con
el pleno. Comuníquese y notifíquese.

21-019212-0007-CO 2021-22767
RECURSO DE

HABEAS CORPUS
Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso.  Se
ordena a  Fiorella  Salazar  Rojas  y  a  Viviana  Boza
Chacón, por su orden, ministra de Justicia y Paz y
directora  general  a.i.  de  la  Dirección  General  de
Adaptación Social, o a quienes en su lugar ocupen
esos puestos,  que  giren  las  órdenes pertinentes  y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro
del ámbito de sus competencias con el fin de que de
forma INMEDIATA se inicie el traslado del tutelado
[NOMBRE 001], en caso de que aún no haya sido
traslado, y todas las personas privadas de libertad en
celdas  del  Organismo  de  Investigación  Judicial  en
situación contraria a la jurisprudencia de esta Sala
(que  sobrepasen  las  72  horas  de  permanencia)  a
algún  centro  penal.  Con  este  fin,  las  autoridades
recurridas  podrán  hacer  uso  de  los  espacios
disponibles  en  el  Centro  de  Atención  Institucional
San  José,  a  lo  que  hizo  referencia  la  ministra
recurrida  en  la  audiencia  del  28  de  setiembre  de
2021 ante este Tribunal,  para cuyos efectos se les
ordena acatar los siguientes parámetros mínimos en
cuanto al uso de tales espacios, lo que podrán ser
objeto de control por esta Sala: 1.- coordinar con el
ministerio de Salud para que el derecho a la salud le
sea resguardado a las personas privadas de libertad;
2.- las últimas solo podrán ser ubicadas en lugares
destinados a su alojamiento,  mas no en las áreas
comunes;  3.-  respetar  las  “Reglas  mínimas  de  las
Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos”
y la normativa referida a los derechos fundamentales
de  las  personas  privadas  de  libertad,  entre  ellas
limitar el hacinamiento en las cárceles y garantizar la
separación de personas según su situación jurídica,
edad y género;  4.-  dictar  las medidas para que el
centro  penitenciario  conocido  como Terrazas  entre
en  funcionamiento  en  un  plazo  de  dos  meses,
contado a partir de la notificación de la sentencia No.
2021-022207 de las 15:35 horas del 04 de octubre
del 2021. Todo lo anterior se decide con fundamento
en  el  artículo  7  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, que le permite a este Tribunal definir
su propia competencia, máxime en un caso en el que
se  ha  constatado  una  flagrante  violación  de  los
derechos humanos de 158 las personas que están
privadas de libertad, y para lo cual el ordenamiento
jurídico  lo  dota  de  amplias  potestades  para
restituirlos  en  el  goce  de  los  derechos
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fundamentales.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de acuerdo con lo establecido por el
numeral  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer
cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  de  habeas
corpus  y  no  la  cumpliere  o  no  la  hiciere  cumplir,
siempre  que  el  delito  no  esté  más  gravemente
penado. Se condena al Estado al pago de daños y
perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución  de  sentencia  ante  la  jurisdicción
contencioso-administrativa.  El  magistrado  Castillo
Víquez y el magistrado Salazar Alvarado consignan
nota.  El  magistrado  Rueda  Leal  da  razones
adicionales  y  reitera  la  necesidad  de  que  se
construya  y  ponga  en  funcionamiento  efectivo  un
nuevo  centro  penitenciario  dirigido  a  albergar  a  la
población  indiciaria.  La  Magistrada  Garro  Vargas
salva el voto en relación con los siguientes aspectos:
Primero:  sobre los sujetos amparados por la orden
dada  por  la  mayoría  de  esta  Sala  Constitucional.
Segundo: sobre lo ordenado a la Ministra de utilizar
los espacios que dice estar disponibles en el Centro
de Atención Institucional San José, pues estima que
no  procede  habilitar  en  este  proceso  de  hábeas
corpus  unos  espacios  convivenciales  que  están
siendo objeto de análisis por parte del Juzgado de
Ejecución  de  la  Pena  de  San  José,  quien  se
pronunciará, según se ha informado, el próximo 6 de
octubre.  La  Magistrada  Garro  Vargas  por  razones
diferentes declara con lugar el recurso, respecto de
la  ubicación  de  los  privados  de  libertad  aquí
amparados,  y  ordena a la Ministra  de Justicia  que
para reubicarlos de forma inmediata valore y autorice
otros  espacios  carcelarios  disponibles  como,  por
ejemplo, los Centros de Atención Semi Institucional.
La permanencia en estos Centros será por un plazo
máximo  de  dos  meses  mientras  se  toman  las
medidas administrativas que correspondan para se
ponga  en  funcionamiento  el  Centro  Penitenciario
Institucional  Terrazas,  tal  como  por  unanimidad  la
Sala  ordenó.  Es  decir,  respecto  de  la  urgente
habilitación de este Centro Penitenciario coincide con
el pleno.  Respecto del  Organismo de Investigación
Judicial,  se  declara  sin  lugar  el  recurso.
Comuníquese y notifíquese.

21-019271-0007-CO 2021-22768
RECURSO DE

HABEAS CORPUS
Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso.  Se
ordena a  Fiorella  Salazar  Rojas  y  a  Viviana  Boza
Chacón, por su orden, ministra de Justicia y Paz y
directora  general  a.i.  de  la  Dirección  General  de
Adaptación Social, o a quienes en su lugar ocupen
esos puestos,  que  giren  las  órdenes pertinentes  y
lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro
del ámbito de sus competencias con el fin de que de
forma INMEDIATA se inicie el traslado del tutelado
[NOMBRE 001] en caso de que aún no haya sido
traslado, y todas las personas privadas de libertad en
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celdas  del  Organismo  de  Investigación  Judicial  en
situación contraria a la jurisprudencia de esta Sala
(que  sobrepasen  las  72  horas  de  permanencia)  a
algún  centro  penal.  Con  este  fin,  las  autoridades
recurridas  podrán  hacer  uso  de  los  espacios
disponibles  en  el  Centro  de  Atención  Institucional
San  José,  a  lo  que  hizo  referencia  la  ministra
recurrida  en  la  audiencia  del  28  de  setiembre  de
2021 ante este Tribunal,  para cuyos efectos se les
ordena acatar los siguientes parámetros mínimos en
cuanto al uso de tales espacios, lo que podrán ser
objeto de control por esta Sala: 1.- coordinar con el
ministerio de Salud para que el derecho a la salud le
sea resguardado a las personas privadas de libertad;
2.- las últimas solo podrán ser ubicadas en lugares
destinados a su alojamiento,  mas no en las áreas
comunes;  3.-  respetar  las  “Reglas  mínimas  de  las
Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos”
y la normativa referida a los derechos fundamentales
de  las  personas  privadas  de  libertad,  entre  ellas
limitar el hacinamiento en las cárceles y garantizar la
separación de personas según su situación jurídica,
edad y género;  4.-  dictar  las medidas para que el
centro  penitenciario  conocido  como Terrazas  entre
en  funcionamiento  en  el  plazo  establecido  en  la
sentencia No. 2021-022207 de las 15:35 horas del
04 de octubre de 2021. Todo lo anterior se decide
con fundamento en el artículo 7 de 161 la Ley de la
Jurisdicción  Constitucional,  que  le  permite  a  este
Tribunal  definir  su propia  competencia,  máxime en
un caso en el  que se ha constatado una flagrante
violación de los derechos humanos de las personas
que  están  privadas  de  libertad,  y  para  lo  cual  el
ordenamiento jurídico lo dota de amplias potestades
para  restituirlos  en  el  goce  de  los  derechos
fundamentales.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de acuerdo con lo establecido por el
numeral  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer
cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  de  habeas
corpus  y  no  la  cumpliere  o  no  la  hiciere  cumplir,
siempre  que  el  delito  no  esté  más  gravemente
penado. Se condena al Estado al pago de daños y
perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución  de  sentencia  ante  la  jurisdicción
contencioso-administrativa.  El  magistrado  Castillo
Víquez y el magistrado Salazar Alvarado consignan
nota.  El  magistrado  Rueda  Leal  da  razones
adicionales  y  reitera  la  necesidad  de  que  se
construya  y  ponga  en  funcionamiento  efectivo  un
nuevo  centro  penitenciario  dirigido  a  albergar  a  la
población  indiciaria.  La  Magistrada  Garro  Vargas
salva el voto en relación con los siguientes aspectos:
Primero:  sobre los sujetos amparados por la orden
dada  por  la  mayoría  de  esta  Sala  Constitucional.
Segundo: sobre lo ordenado a la Ministra de utilizar
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los espacios que dice estar disponibles en el Centro
de Atención Institucional San José, pues estima que
no  procede  habilitar  en  este  proceso  de  hábeas
corpus  unos  espacios  convivenciales  que  están
siendo objeto de análisis por parte del Juzgado de
Ejecución  de  la  Pena  de  San  José,  quien  se
pronunciará, según se ha informado, el próximo 6 de
octubre.  La  Magistrada  Garro  Vargas  por  razones
diferentes declara con lugar el recurso, respecto de
la  ubicación  de  los  privados  de  libertad  aquí
amparados,  y  ordena a la Ministra  de Justicia  que
para reubicarlos de forma inmediata valore y autorice
otros  espacios  carcelarios  disponibles  como,  por
ejemplo, los Centros de Atención Semi Institucional.
La permanencia en estos Centros será por un plazo
máximo  de  dos  meses  mientras  se  toman  las
medidas administrativas que correspondan para se
ponga  en  funcionamiento  el  Centro  Penitenciario
Institucional  Terrazas,  tal  como  por  unanimidad  la
Sala  ordenó.  Es  decir,  respecto  de  la  urgente
habilitación de este Centro Penitenciario coincide con
el pleno.  Respecto del  Organismo de Investigación
Judicial,  se  declara  sin  162  lugar  el  recurso.
Comuníquese y notifíquese.

21-019336-0007-CO 2021-22769
RECURSO DE

HABEAS CORPUS
Se  declara  parcialmente  con  lugar  el  recurso,
únicamente,  en  contra  del  Ministerio  de  Justicia  y
Paz. Se ordena a Fiorella Salazar Rojas y a Viviana
Boza Chacón, por su orden Ministra de Justicia y Paz
y  Directora General  a.i.  de  Adaptación  Social,  que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas
las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus
competencias con el fin de que de forma INMEDIATA
se inicie el traslado de los tutelados [NOMBRE 001] y
[NOMBRE 002], en caso de que aún no hayan sido
traslados, y todas las personas privadas de libertad
en celdas del Organismo de Investigación Judicial en
situación contraria a la jurisprudencia de esta Sala
(que  sobrepasen  las  72  horas  de  permanencia)  a
algún  centro  penal.  Con  este  fin,  las  autoridades
recurridas  podrán  hacer  uso  de  los  espacios
disponibles  en  el  Centro  de  Atención  Institucional
San  José,  a  lo  que  hizo  referencia  la  Ministra
recurrida  en  la  audiencia  del  28  de  setiembre  de
2021 ante este Tribunal,  para cuyos efectos se les
ordena acatar los siguientes parámetros mínimos en
cuanto al uso de tales espacios, lo que podrán ser
objeto de control por esta Sala: 1.- coordinar con el
Ministerio de Salud para que el derecho a la salud le
sea resguardado a las personas privadas de libertad;
2.- las últimas solo podrán ser ubicadas en lugares
destinados a su alojamiento,  mas no en las áreas
comunes;  3.-  respetar  las  "Reglas  mínimas  de  las
Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos”
y la normativa referida a los derechos fundamentales
de  las  personas  privadas  de  libertad,  entre  ellas
limitar el hacinamiento en las cárceles y garantizar la
separación de personas según su situación jurídica,
164 edad y género; 4.- dictar las medidas para que el
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centro  penitenciario  conocido  como Terrazas  entre
en  funcionamiento  en  el  plazo  establecido  en  la
sentencia No. 2021-022207 de las 15:35 horas del
04 de octubre de 2021. Todo lo anterior se decide
con  fundamento  en  el  artículo  7  de  la  Ley  de  la
Jurisdicción  Constitucional,  que  le  permite  a  este
Tribunal  definir  su propia  competencia,  máxime en
un caso en el  que se ha constatado una flagrante
violación de los derechos humanos de las personas
que  están  privadas  de  libertad,  y  para  lo  cual  el
ordenamiento jurídico lo dota de amplias potestades
para  restituirlos  en  el  goce  de  los  derechos
fundamentales.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de acuerdo con lo establecido por el
numeral  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a
dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer
cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  de  habeas
corpus  y  no  la  cumpliere  o  no  la  hiciere  cumplir,
siempre  que  el  delito  no  esté  más  gravemente
penado. Se condena al Estado al pago de daños y
perjuicios  causados,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución  de  sentencia  ante  la  jurisdicción
contencioso-administrativa.  El  Magistrado  Castillo
Víquez y el Magistrado Salazar Alvarado consignan
nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal  da  razones
adicionales  y  reitera  la  necesidad  de  que  se
construya  y  ponga  en  funcionamiento  efectivo  un
nuevo  centro  penitenciario  dirigido  a  albergar  a  la
población  indiciaria.  La  Magistrada  Garro  Vargas
salva el voto en relación con los siguientes aspectos:
Primero:  sobre los sujetos amparados por la orden
dada  por  la  mayoría  de  esta  Sala  Constitucional.
Segundo: sobre lo ordenado a la Ministra de utilizar
los espacios que dice estar disponibles en el Centro
de Atención Institucional San José, pues estima que
no  procede  habilitar  en  este  proceso  de  hábeas
corpus  unos  espacios  convivenciales  que  están
siendo objeto de análisis por parte del Juzgado de
Ejecución  de  la  Pena  de  San  José,  quien  se
pronunciará, según se ha informado, el próximo 6 de
octubre.  La  Magistrada  Garro  Vargas  por  razones
diferentes declara con lugar el recurso, respecto de
la  ubicación  de  los  privados  de  libertad  aquí
amparados,  y  ordena a la Ministra  de Justicia  que
para reubicarlos de forma inmediata valore y autorice
otros  espacios  carcelarios  disponibles  como,  por
ejemplo, los Centros de Atención Semi Institucional.
La permanencia en estos Centros será por un plazo
máximo de dos meses mientras se toman las 165
medidas administrativas que correspondan para se
ponga  en  funcionamiento  el  Centro  Penitenciario
Institucional  Terrazas,  tal  como  por  unanimidad  la
Sala  ordenó.  Es  decir,  respecto  de  la  urgente
habilitación de este Centro Penitenciario coincide con
el pleno. Comuníquese y notifíquese.
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A las trece horas con cincuenta minutos se da por finalizada la sesión.-

ÚLTIMA LÍNEA.-

Fernando Castillo V.

Presidente
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